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I 
INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA 

 
 

1. El 8 de junio de 2005, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 50 y 
61 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte 
una demanda contra el Estado del Paraguay (en adelante “el Estado” o “el 
Paraguay”) la cual se originó en las denuncias números 11.560, 11.665 y 1.667 
recibidas en la Secretaría de la Comisión el 6 de diciembre de 1995 y el 31 de julio 
de 1996, respectivamente.  En su demanda la Comisión solicitó que el Tribunal 
declare que el Estado ha incurrido en la violación continuada de los derechos 
consagrados en los artículos 7 (Derecho a la Libertad Personal), 5 (Derecho a la 
Integridad Personal) y 4 (Derecho a la Vida) de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma,  en perjuicio de Agustín Goiburú Gimenez, 
Carlos José Mancuello Bareiro y los hermanos Rodolfo y Benjamín Ramírez Villalba. 
A su vez, la Comisión solicitó que la Corte declare que el Estado es responsable por 
la violación continuada del artículo 5 (Derecho a la Integridad Personal) de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de 
los familiares de las víctimas.  Asimismo, la Comisión solicitó al Tribunal que 
declare que el Estado ha violado de manera continuada los artículos 8 (Garantías 
Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención, en conexión con el artículo 
1.1 de la misma, en perjuicio de Agustín Goiburú Gimenez, Carlos José Mancuello 
Bareiro y los hermanos Rodolfo y Benjamín Ramírez Villalba y sus familiares. 
 
2. La demanda se refiere a la presunta detención ilegal y arbitraria, tortura y 
desaparición forzada de los señores Agustín Goiburú Giménez, Carlos José 
Mancuello Bareiro y de los hermanos Rodolfo Feliciano y Benjamín de Jesús Ramírez 
Villalba, supuestamente cometidas por agentes estatales a partir de 1974 y 1977, 
así como a la impunidad parcial en que se encuentran tales hechos al no haberse 
sancionado a todos los responsables de los mismos […]. 
 
[…] 
 

 
[LOS HECHOS QUE A CONTINUACIÓN SE EXPONEN, CORRESPONDEN A UN RESUMEN DE LA 

SENTENCIA ORIGINAL] 
 

 
Sobre el contexto de la dictadura del General Alfredo Stroessner Matiauda 
 

La dictadura del General Alfredo Stroessner en Paraguay comenzó con un 
golpe de Estado en 1954 y se prolongó por 35 años, hasta el golpe militar 
encabezado por su consuegro, el General Andrés Rodríguez.  Poco después, 
Stroessner huyó hacia el Brasil. Dicha dictadura se caracterizó por la vigencia de un 
“permanente estado de sitio”, así como por la existencia de una práctica 



sistemática de detenciones arbitrarias, detención prolongada sin juicio, torturas y 
tratos crueles, inhumanos y degradantes, muertes bajo tortura y asesinato político 
de personas señaladas como “subversivos” o contrarias al régimen. 

  
Los tribunales de justicia, por su parte, solían negarse a recibir y tramitar 

recursos de habeas corpus en relación con medidas decretadas por el Poder 
Ejecutivo bajo el estado de sitio.  
 
Sobre la “Operación Cóndor” 
 

Durante la década de los setenta, los gobiernos dictatoriales de la época, 
inspirados en la “doctrina de la seguridad nacional”, iniciaron actividades 
interestatales coordinadas en aras de eliminar a quienes identificaban como sus 
enemigos a los cuales denominaron “elementos subversivos”. Ésta alianza unía a 
las fuerzas de seguridad y servicios de inteligencia de las dictaduras del Cono Sur y 
contó con el apoyo de la CIA, así como de otras agencias de inteligencia de los 
Estados Unidos de América, y fue denominada “Operación Cóndor”. La operación 
tenía por objetivo generar una defensa conjunta para perseguir a los miles de 
ciudadanos del Cono Sur que buscaron escapar a la represión de sus países de 
origen, refugiándose en países fronterizos1. 
 
Sobre las manifestaciones de la Operación Cóndor en el Paraguay  
 

En el caso paraguayo, el Departamento de Inteligencia Militar estuvo a cargo 
de la coordinación operativa de lo relativo a la Operación Cóndor, cuyo responsable 
era el entonces coronel Benito Guanes Serrano. La recolección de datos era 
realizada por funcionarios policiales infiltrados en organizaciones políticas, sociales, 
sindicales, centros estudiantiles y todo tipo de organismos públicos o privados. 

 
A mediados de la década de los años setenta se inició un proceso represivo 

que duró tres años. En abril de 1976, la policía reveló la existencia de un supuesto 
movimiento político-militar subversivo y clandestino, llamado “Organización Política 
Militar” (O.P.M.), operando en Asunción y algunos puntos del interior y en pocos 
meses, miles de personas fueron privadas de su libertad para “averiguaciones” 
sobre su vinculación con la O.P.M.  

 
En el marco de dicho proceso represivo detenían a ciudadanos de otros 

países sin enjuiciarlos, los sometían a apremios físicos, los dejaban interrogar por 
policías de su misma nacionalidad y los remitían clandestinamente a las cárceles de 
su país de origen o los “desaparecían” directamente.  

 
Las desapariciones forzadas de los señores Agustín Goiburú Giménez, Carlos 

José Mancuello Bareiro y de los hermanos Rodolfo y Benjamín Ramírez Villalba 
tienen características similares y se refieren a un único contexto, en el cual agentes 
del Estado paraguayo detuvieron ilegalmente, mantuvieron incomunicados, 
torturaron y desaparecieron a personas cuyas actividades políticas se oponían al 
régimen de Stroessner o eran designados como enemigos de tal. 

 
Al término de la dictadura, el gobierno de Paraguay buscó juzgar y extraditar 

al General Alfredo Stroessner y del señor Sabino Augusto Montanaro, quienes se 
encontraban en Brasil y Honduras, respectivamente. Este proceso fue infructuoso y 
el encausado Alfredo Stroessner Matiauda falleció el 16 de agosto de 2006 en la 
ciudad de Brasilia, Brasil. 
 

                                                 
1 Párrs. 61. 6 y 61.7, de la sentencia. 



Detención, tortura y desaparición forzada del doctor Agustín Goiburú y los efectos 
sobre sus familiares 
 
El doctor Agustín Goiburú, paraguayo, nacido el 28 de agosto de 1930, era médico 
traumatólogo cirujano, casado con la señora Elva Elisa Benítez. Formaba parte de la 
disidencia al dictador Stroessner dentro del Partido Colorado y fue uno de los 
fundadores del Movimiento Popular Colorado (“MOPOCO”) un grupo político opositor 
a Stroessner. El Sr. Goiburú Realizó denuncias públicas sobre torturas y tratos 
crueles y degradantes cometidas contra ciudadanos paraguayos por el régimen en 
su lugar de trabajo, el hospital de Policía “Rigoberto Caballero”. A raíz de ello, fue 
objeto de una campaña de hostigamiento, por lo que debió abandonar el Paraguay 
en septiembre de 1959, cuando decidió exiliarse en Argentina. Se radicó en 
Posadas, ciudad argentina fronteriza con Encarnación, en el sur de Paraguay. De 
acuerdo con los documentos hallados en el “Archivo del Terror”, el doctor Goiburú 
siguió bajo vigilancia paraguaya en territorio argentino. 
 
Agustín Goiburú fue secuestrado el 9 de febrero de 1977 a la salida del Hospital 
San Martín, Argentina, en donde se encontraba de turno. Cerca del mediodía, un 
auto Ford Falcon verde olivo, sin matrícula, había embestido el automóvil del doctor 
Goiburú que se encontraba estacionado en la esquina del Hospital. El doctor salió 
del recinto al percibir el estruendo para verificar el daño, y fue entonces que fue 
reducido con un arma e ingresado a un vehículo. 
 
Su esposa, Elva Elisa Benítez de Goiburú, se enteró del secuestro de su marido la 
misma mañana, cuando dos agentes provinciales le comunicaron la noticia. De 
inmediato emprendió la búsqueda de su esposo, pero las autoridades argentinas 
negaron tener conocimiento del secuestro o haberlo detenido. Posteriormente, la 
señora Benítez de Goiburú se enteró que habría sido llevado a Paraguay. Allí fue 
mantenido en secreto, torturado y hecho desaparecer.  
 
Estos hechos, en opinión de la Corte, muestran una acción coordinada entre las 
fuerzas de seguridad paraguaya y argentina, dentro de la Operación Cóndor. La 
desaparición del Sr. Goiburú se enmarca en el modus operandi en el que 
paraguayos eran desaparecidos en la Argentina durante la dictadura militar en este 
país. 
 
Detención, tortura y desaparición forzada del señor Carlos José Mancuello Bareiro y 
los efectos sobre sus familiares 
 
El señor Carlos José Mancuello Bareiro, paraguayo, nacido el 19 de marzo de 1951, 
estudiaba ingeniería electromecánica en La Plata, Argentina y se desempeñaba 
como empleado de la empresa representante de la marca Mercedes Benz en 
Paraguay. Estaba casado con la señora Gladis Ester Ríos de Mancuello, con quien 
tuvo dos hijos.  
 
El señor Carlos José Mancuello Bareiro fue detenido el 25 de noviembre de 1974 en 
la aduana paraguaya cuando ingresaba al país desde la Argentina con su esposa y 
su hija, quien en ese momento tenía ocho meses de edad. Al Sr. Mancuello se le 
acusaba de pertenecer “a un grupo terrorista que preparaba un atentado contra 
Stroessner”, supuestamente liderado por el doctor Goiburú. 
 
La señora Gladis Ester Ríos de Mancuello, quien estaba embarazada, permaneció en 
prisión hasta el 12 de noviembre de 1977, cuando fueron liberados y expulsados 
del país. Su hijo nació en prisión. Su esposo, en cambio, permaneció detenido la 
mayor parte del tiempo en el Departamento de Investigaciones de la Policía. Su 
reclusión se prolongó por 22 meses y durante ella fue sometido a intensos 



interrogatorios y diversas torturas. La última vez que se supo de él fue el 21 de 
septiembre de 1976.  
 
La desaparición del señor Carlos José Mancuello Bareiro corresponde a uno de los 
modus operandi de desapariciones forzadas existentes en Paraguay en la época.  
 
Detención, tortura y desaparición forzada de los hermanos Benjamín y Rodolfo 
Ramírez Villalba y los efectos sobre sus familiares 
 
El señor Rodolfo Ramírez Villalba nació el 9 de junio de 1940 y su hermano 
Benjamín Ramírez Villalba, nació el 15 de octubre de 1950, ambos en la República 
del Paraguay.  
 
El señor Rodolfo Ramírez Villalba trabajaba en la “chacra”, y con la venta de los 
productos cultivados colaboraba con la manutención de la familia. Posteriormente 
viajó a Argentina, donde se desempeñó como técnico en instalación de pozos 
petrolíferos. Por su parte, el señor Benjamín Ramírez Villalba se recibió como 
contador público cuando aún vivía con su familia en la ciudad de Pilar, Paraguay y 
se desempeñó en el ámbito de su profesión.  
 
El 25 de noviembre de 1974 ambos hermanos fueron detenidos. El señor Benjamín 
Ramírez Villalba, quien vivía en Buenos Aires, Argentina, fue detenido al entrar en 
Paraguay en la ciudad de Fernando de la Mora, cuando iba a visitar a su pareja 
María Magdalena Galeano. Por su parte, en esa misma fecha el señor Rodolfo 
Ramírez Villalba fue detenido en la ciudad de Asunción. Ambos fueron trasladados 
al Departamento de Investigaciones, donde permanecieron detenidos. Se atribuía a 
los hermanos Ramírez Villalba su pertenencia “a un grupo terrorista que preparaba 
un atentado contra Stroessner”, supuestamente liderado por el doctor Goiburú.  
 
Los señores Benjamín y Rodolfo Ramírez Villalba permanecieron detenidos por 
veintidós meses, durante los cuales fueron sometidos a torturas y desaparecidos en 
similares circunstancias que el señor Carlos José Mancuello Bareiro 
 
 

II 
COMPETENCIA 

[…] 
 
 

III 
PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN 

 
[…] 
 

IV 
PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE 

 
[…] 

 
V 

CONSIDERACIONES PREVIAS 
 
[…] 
 
 

VI 
ALLANAMIENTO PARCIAL 



[…] 
 

i) Reconocimiento del Estado en cuanto a los hechos 
 
48. La Corte observa que el Estado reconoció los hechos relativos a “la detención 
arbitraria e ilegal y tortura de la[s] víctima[s] y [su] desaparición forzada hasta la 
fecha”. Además, el Estado no contradijo los hechos relativos a los procesos penales 
desarrollados a nivel interno en relación con los casos de las presuntas víctimas. En 
esos términos tan amplios, y entendiendo que la demanda constituye el marco 
fáctico del proceso2, el Tribunal considera que ha cesado la controversia sobre los 
hechos contenidos en la demanda referentes a las detenciones, torturas y 
desapariciones de los señores Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello 
Bareiro, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín Ramírez Villalba.   
 

ii) Allanamiento del Estado en cuanto a las pretensiones de derecho. 
 
49. La Corte observa que ha cesado la controversia respecto de la 
responsabilidad internacional del Estado por la violación de los derechos 
consagrados en los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad 
Personal) y 7 (Derecho a la Libertad Personal) de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los señores Agustín Goiburú 
Giménez, Carlos José Mancuello Bareiro, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín 
Ramírez Villalba, en relación con los hechos reconocidos (supra párr. 48). 
 
50. Asimismo, ha cesado la controversia respecto de la responsabilidad 
internacional del Estado por la violación de los derechos consagrados en los 
artículos 8.1 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, específicamente en lo que 
se refiere a la violación del principio del plazo razonable, que el propio Estado 
calificó como “retardo judicial grave”. Sin embargo, el Estado alegó que no le eran 
imputables otros aspectos relativos a los procesos penales en curso o a 
procedimientos que los familiares de las presuntas víctimas supuestamente han 
podido ejercer para reclamar reparaciones, entre otros. Estos alegatos deben ser 
resueltos oportunamente por el Tribunal. 
 

iii) Allanamiento del Estado en cuanto a las pretensiones sobre 
reparaciones 

 
51. La Corte observa que, tal como lo señaló la Comisión, si bien el Estado 
reconoció su obligación de reparar adecuadamente a las víctimas de las violaciones 
a los derechos humanos perpetradas durante el régimen de Alfredo Stroessner, en 
el presente caso el Estado no se allanó a las pretensiones sobre reparaciones 
presentadas por la Comisión Interamericana.  
 
[…] 
 

VII 
PRUEBA 

[…] 
 

X 
ARTÍCULOS 4, 5 Y 7 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DE LA MISMA 
(DERECHOS A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y A LA LIBERTAD PERSONAL) 

                                                 
2 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 55; 
Caso Gómez Palomino. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136, párr. 59, y Caso de la 
“Masacre de Mapiripán”, supra nota 2, párr. 59.  



 
79. Sin perjuicio de lo mencionado anteriormente respecto del allanamiento del 
Estado por la violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención, en razón de las 
graves circunstancias y el contexto en que acontecieron los hechos, el Tribunal 
considera pertinente analizar y precisar ciertos aspectos relativos a dichas 
violaciones. En tal sentido, la Corte analizará: a) el reconocimiento del carácter 
continuado de las desapariciones forzadas de personas; b) la responsabilidad 
internacional del Estado agravada por los hechos ocurridos en el marco de la 
Operación Cóndor y por las faltas a la obligación de investigarlos efectivamente; y 
c) la alegada violación del derecho a la integridad personal de los familiares de las 
presuntas víctimas.  
 
 

a) El reconocimiento del carácter continuado o permanente de las 
desapariciones forzadas de personas. 

 
80. Según fue señalado anteriormente (supra párrs. 41, 48 y 49), el Estado 
reconoció la competencia de la Corte “para conocer del presente caso”, en razón de 
haber ratificado la Convención y reconocido la jurisdicción contenciosa de la Corte. 
Pero más allá de la cuestión procesal y la competencia formal de la Corte, al 
allanarse el Estado no se limitó a considerar los hechos como violaciones a los 
derechos a la vida, libertad e integridad personales, sino que expresamente las 
calificó como desaparición forzada de personas de carácter continuado. Ello se 
desprende claramente de los términos de su allanamiento por la violación de los 
artículos 4, 5 y 7 de la Convención en perjuicio de las víctimas, por su “desaparición 
forzada hasta la fecha”, así como de la referencia que hizo el Estado a la 
competencia del Tribunal para este caso, “en razón de lo dispuesto en el artículo 
XIII de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”3, 
así como en el artículo III de la misma, el cual establece que este delito “será 
considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el destino o 
paradero de la víctima”. 
 
81. La Corte aprecia la buena fe del Estado al efectuar su allanamiento. Además 
de contribuir a la definición de su propia memoria histórica, el Estado impulsa así a 
la consolidación de una perspectiva de la comunidad internacional, y en particular 
del sistema interamericano, comprensiva de la gravedad y el carácter continuado o 
permanente y autónomo del delito de desaparición forzada de personas. La 
necesidad de tratar integralmente la desaparición forzada como una forma 
compleja de violación de derechos humanos, llevan a este Tribunal a analizar en 
forma conjunta los artículos 4, 5 y 7 de la Convención, en relación con el artículo 
1.1 de la misma, en el presente capítulo. 
 
82. Al respecto, en su jurisprudencia constante sobre casos de desaparición 
forzada de personas, la Corte ha reiterado que ésta constituye un hecho ilícito que 
genera una violación múltiple y continuada de varios derechos protegidos por la 
Convención Americana y coloca a la víctima en un estado de completa indefensión, 
acarreando otros delitos conexos. La responsabilidad internacional del Estado se ve 
agravada cuando la desaparición forma parte de un patrón sistemático o práctica 
aplicada o tolerada por el Estado. Se trata, en suma, de un delito de lesa 
humanidad que implica un craso abandono de los principios esenciales en que se 

                                                 
3  Este artículo establece que “[p]ara los efectos de la presente Convención, el trámite de las peticiones o 
comunicaciones presentadas ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en que se alegue la 
desaparición forzada de personas estará sujeto a  los procedimientos establecidos en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, y en  los Estatutos y Reglamentos de la Comisión y de la Corte 
Interamericana de Derechos  Humanos, incluso las normas relativas a medidas cautelares.” 



fundamenta el sistema interamericano4. Si bien la comunidad internacional adoptó 
la primera declaración y el primer tratado empleando la calificación de desaparición 
forzada de personas recién en 1992 y 1994, respectivamente, ya en la década de 
los setenta el tema era analizado como tal en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y fue desarrollado a partir de la década de los ochenta en el 
marco del sistema de Naciones Unidas. Por su parte, en el sistema regional 
interamericano se había utilizado frecuentemente dicha calificación para referirse a 
ese conjunto de hechos y violaciones como un delito contra la humanidad. Incluso 
es caracterizado como tal por el artículo 7(1)(i) del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional de 1998, cuando sea cometido como parte de una práctica generalizada 
o sistemática contra los miembros de una población civil5. Esta caracterización del 
delito de referencia ha sido reiterada en el texto de los artículos 5 y 8(1)(b) de la 
Convención Internacional de Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas, aprobada en junio de 2006 por el 
recién creado Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas6. 
 
83. La necesidad de considerar integralmente el delito de desaparición forzada en 
forma autónoma y con carácter continuado o permanente, con sus múltiples 
elementos complejamente interconectados y hechos delictivos conexos, se desprende 
no sólo de la propia tipificación del referido artículo III en la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, los travaux préparatoires a 
ésta7, su preámbulo y normativa, sino también del artículo 17.1 de la Declaración de 
Naciones Unidas sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas de 1992, que incluso agrega un elemento más, ligado al deber de 
investigación, al señalar que el delito de referencia debe ser considerado “permanente 
mientras sus autores continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona 
desaparecida y mientras no se hayan esclarecido los hechos”. La jurisprudencia 
internacional refleja también este entendimiento8 y en similares términos se refieren 
los artículos 4 y 8(1)(b) de la  señalada Convención Internacional de Naciones 
Unidas en la materia. 
  
84. En definitiva, la Corte estima que, tal como se desprende del preámbulo de la 
Convención Interamericana señalada9, ante la particular gravedad de estos delitos y 
la naturaleza de los derechos lesionados, la prohibición de la desaparición forzada de 

                                                 
4  Cfr. Caso Gómez Palomino, supra nota 5, párr. 92; Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Excepciones 
preliminares. Sentencia de 23 de noviembre de 2004. Serie C No. 118, párr. 100 a 106; Caso Molina 
Theissen. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 3 de julio 
de 2004, Serie C No. 108, párr. 41, y Caso 19 Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 
109, párr. 142. 
5  Cfr. Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, aprobado el 17 de julio de 1998 por la 
Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una corte 
penal internacional, A/CONF.183/9. 
6  Cfr. Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas. Proyecto de Convención Internacional para la 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. 1er periodo de sesiones, tema 4 del 
programa, A/HRC/1/L.2, 22 de junio de 2006. 
7 Cfr. Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 1987-1988, Capítulo V.II. Este 
delito “es permanente por cuanto se consuma no en forma instantánea sino permanente y se prolonga 
durante todo el tiempo en que la persona permanece desaparecida” (OEA/CP-CAJP, Informe del Presidente 
del Grupo de Trabajo Encargado de Analizar el Proyecto de Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas, doc. OEA/Ser.G/CP/CAJP-925/93 rev.1, de 25.01.1994, p. 10). 
8  Cfr. European Court of Human Rights, Cyprus v. Turkey, judgment of 10 May 2001, Application No. 
25781/94, paras. 136, 150 and 158; Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, caso de Ivan 
Somers v. Hungría, Comunicación No. 566/1993, 57º periodo de sesiones, CCPR/C/57/D/566/1993 (1996), 
23 de julio de 1996, párr. 6.3; caso de E. y A.K. v. Hungría, Comunicación No. 520/1992, 50º periodo de 
sesiones, CCPR/C/50/D/520/1992 (1994), 5 de mayo de 1994, párr. 6.4, y case of Solorzano v. Venezuela, 
Communication No. 156/1983, 27th session, CCPR/C/27/D/156/1983, 26 March 1986, para. 5.6. 
9  CONSIDERANDO que la desaparición forzada de personas viola múltiples derechos esenciales de la 
persona humana de carácter inderogable, tal como están consagrados en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en la  Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración 
Universal  de Derechos Humanos. (Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, 
preámbulo). 



personas y el correlativo deber de investigarlas y sancionar a sus responsables han 
alcanzado carácter de jus cogens. 
 
85. Las anteriores consideraciones del delito de desaparición forzada de personas 
obedecen, en definitiva, a las necesidades de prevención y protección contra este tipo 
de actos. De tal manera, el tratamiento en esta Sentencia de los hechos del presente 
caso como un conjunto de factores que integran la desaparición forzada de las 
víctimas, si bien calificados como violaciones a los derechos a la vida, la integridad 
personal y libertad personal, es consecuente con el carácter continuado o permanente 
de aquel fenómeno y con la necesidad de considerar el contexto en que ocurrieron, 
analizar sus efectos prolongados en el tiempo y enfocar integralmente sus 
consecuencias.  
 
 

b) La responsabilidad internacional del Estado agravada por los hechos 
ocurridos en el marco de la Operación Cóndor y por las faltas a la 
obligación de investigarlos efectivamente  

 
86. Según fue establecido en los hechos probados (supra párrs. 61.15 a 61.50), 
al abandonar el Paraguay en 1959 y exiliarse en Argentina, la vigilancia sobre el 
doctor Agustín Goiburú y su familia continuó. Varios documentos descubiertos en el 
“Archivo del Terror” demuestran claramente que las acciones llevadas a cabo para 
secuestrarlo fueron de conocimiento de las más altas autoridades del país. Luego 
de ser secuestrado en Entre Ríos, Argentina, el doctor Goiburú habría estado 
privado de su libertad en un cuartel de la Fuerza Aérea de ese país, desde donde 
habría sido llevado en avión a Formosa y entregado a las autoridades paraguayas 
en Puerto Falcon, para quedar a cargo del Departamento de Investigaciones. Por 
otro lado, las detenciones de los señores Carlos José Mancuello Bareiro y Benjamín 
Ramírez Villalba fueron llevadas a cabo por policías del Departamento de 
Investigaciones del Paraguay y por policías argentinos. Antes de ser desaparecidas, 
las víctimas fueron sometidas a graves condiciones de detención, intensos 
interrogatorios y brutales torturas, entre las que destacan la aplicación de latigazos 
con el llamado “teyuruguay” y la denominada “pileteada”.  
 
87. Las detenciones ilegales y arbitrarias o secuestro, torturas y desapariciones 
forzadas de los señores Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello Bareiro y 
de los hermanos Rodolfo y Benjamín Ramírez Villalba fueron producto de una 
operación de inteligencia policial, planificada y ejecutada en forma encubierta por 
miembros de la policía paraguaya, con el conocimiento y por órdenes de las más 
altas autoridades del gobierno del General Stroessner y al menos en las fases 
previas de planeación de las detenciones o secuestros, en estrecha colaboración 
con autoridades argentinas. Esto es consistente con el modus operandi de la 
práctica sistemática de detenciones ilegales, torturas y desapariciones forzadas 
verificada en la época de los hechos, en el marco de la Operación Cóndor (supra 
párrs. 61.3 a 61.14 y 62 a 72).  
 
88. Además, fue verificada una situación generalizada de impunidad de las 
graves violaciones a los derechos humanos existente en ese entonces (supra párrs. 
61.2 a 61.4 y 73), que condicionaba la protección de los derechos en cuestión. En 
este sentido, la Corte ha entendido que de la obligación general de garantizar los 
derechos humanos consagrados en la Convención, contenida en el artículo 1.1 de la 
misma, deriva la obligación de investigar los casos de violaciones del derecho 
sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado. Así, en casos de 
ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas y otras graves violaciones a los 
derechos humanos, el Tribunal ha considerado que la realización de una 
investigación ex officio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento 
fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven 



afectados o anulados por esas situaciones, como los derechos a la libertad 
personal, integridad personal y vida10. 
 
89. No fue sino después de 1989, al caer el régimen dictatorial de Stroessner, 
que fueron iniciadas las investigaciones por los hechos del presente caso.  Sin 
embargo, las condiciones del país, sin importar qué tan difíciles sean, no liberan a 
un Estado Parte en la Convención Americana de sus obligaciones establecidas en 
ese tratado11. Además, la desaparición forzada supone el desconocimiento del 
deber de organizar el aparato del Estado para garantizar los derechos reconocidos 
en la Convención y reproduce las condiciones de impunidad para que este tipo de 
hechos vuelvan a repetirse12; de ahí la importancia de que aquél adopte todas las 
medidas necesarias para evitar dichos hechos, investigue y sancione a los 
responsables y, además, informe a los familiares sobre el paradero del 
desaparecido y los indemnice en su caso13. 
 
90. En este caso, la falta de investigación de este tipo de hechos constituía un 
factor determinante de la práctica sistemática de violaciones a los derechos 
humanos y propicia la impunidad de los responsables. Si bien la evaluación acerca 
de la obligación de proteger los derechos a la vida, a la integridad personal y a la 
libertad personal por la vía de una investigación seria, completa y efectiva de lo 
ocurrido, se hace a la luz de lo dispuesto en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana en el próximo capítulo de esta Sentencia, es relevante destacar aquí 
otros aspectos de la obligación de garantía a estos derechos, aparte de la manera 
en que deben ser investigados.  
 
91. Según fue establecido a nivel interno los procesos penales fueron instruidos, 
y en algunos casos los imputados condenados en instancia, bajo tipos penales tales 
como secuestro, privación ilegítima de libertad, abuso de autoridad, asociación o 
concierto para delinquir, lesiones, coacción o amenazas y homicidio, contenidos en 
el Código Penal del año 1914 o en el actualmente vigente de 1998 cuando esto 
resultare más beneficioso al imputado. Ciertamente no existían tipos penales de 
tortura o desaparición forzada de personas en el derecho paraguayo al momento en 
que ocurrieron los hechos ni en que iniciaron los procesos. La Constitución de la 
República del Paraguay de 1992 hace referencia a estos delitos14 y el Estado ratificó 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura el 9 de marzo 
de 1990 y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas el 
26 de noviembre de 1996. Sin embargo, no es sino hasta la entrada en vigor en 
1998 del actual Código Penal paraguayo que fue tipificada de alguna forma la 
tortura y la desaparición de personas15. Al valorar positivamente los esfuerzos 

                                                 
10 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia), supra nota 60, párrs. 63-66; Casos de las 
Masacres de Ituango, supra nota 1, párrs. 127-131; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa. Sentencia de 
29 de marzo de 2006. Serie C No. 146, párrs. 150-154, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 5, 
párrs. 143 a 146.  
11 Cfr. Casos de las Masacres de Ituango, supra nota 1, párr. 300; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, 
supra nota 5, párr. 238, y Caso García Asto y Ramírez Rojas. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie 
C No. 137, párr. 170. 
12  Cfr. Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra nota 2, párr. 238; Caso de los Hermanos Gómez 
Paquiyauri, supra nota 68, párr. 130, y Caso Myrna Mack Chang. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. 
Serie C No. 101, párr. 156. 
13  Cfr. Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 1, párrs. 399 a 401; Caso de la Masacre de Pueblo 
Bello, supra nota 5, párrs. párrs. 265 a 273, y Caso Gómez Palomino, supra nota 5, párrs. 100, 103 y 104. 
14  La Constitución Nacional de la República del Paraguay de 1992 establece:  
De la tortura y otros delitos  
Artículo 5. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. El 
genocidio y la tortura, así como la desaparición forzosa de personas, el secuestro y el homicidio por razones 
políticas son imprescriptibles. 
15  El actual Código Penal paraguayo (Ley No. 1.160/97), que entró en vigor en 1998, tipifica los delitos de 
desaparición de personas en su artículo 236 (dentro del capítulo relativo a “Hechos punibles contra la 
seguridad de la convivencia de las personas”) y de tortura en su artículo 309 (dentro del capítulo relativo a 
“Hechos punibles contra el ejercicio de las funciones públicas”), de la siguiente manera: 



realizados por el Paraguay para la tipificación de esas conductas, es de destacar 
que en este proceso internacional los hechos del caso han sido calificados como 
desaparición forzada y tortura, tanto por el Estado como por este Tribunal.  
 
92. La disparidad en la calificación de los hechos a nivel interno e internacional 
se ha visto reflejada en los mismos procesos penales16. No obstante, la Corte 
reconoce que la detención ilegal y arbitraria, tortura y desaparición forzada de las 
víctimas no ha quedado en la total impunidad mediante la aplicación de otras 
figuras penales. Por otro lado, en relación con la obligación general establecida en 
el artículo 2 de la Convención y las específicas obligaciones contenidas en las 
Convenciones Interamericanas sobre la materia señaladas, el Estado se obligó a 
tipificar las conductas de tortura y desaparición forzada de personas de manera 
consonante con las definiciones allí contenidas. No obstante, el Tribunal considera 
que si bien los tipos penales vigentes en el Código Penal paraguayo sobre tortura y 
“desaparición forzosa” permitirían la penalización de ciertas conductas que 
constituyen actos de esa naturaleza, un análisis de los mismos permite observar 
que el Estado las tipificó de manera menos comprehensiva que la normativa 
internacional aplicable. El Derecho Internacional establece un estándar mínimo 
acerca de una correcta tipificación de esta clase de conductas y los elementos 
mínimos que la misma debe observar, en el entendido de que la persecución penal 
es una vía fundamental para prevenir futuras violaciones de derechos humanos. Es 
decir, que los Estados pueden adoptar una mayor severidad en el tipo específico 
para efectos de una mejor persecución penal de esos delitos, en función de lo que 
consideren una mayor o mejor tutela de los bienes jurídicos protegidos, a condición 
de que al hacerlo no vulneren esas otras normas a las que están obligados. 
Además, la sustracción de elementos que se consideran irreductibles en la fórmula 
persecutoria establecida a nivel internacional, así como la introducción de 
modalidades que le resten sentido o eficacia, pueden llevar a la impunidad de 
conductas que los Estados están obligados bajo el Derecho Internacional a prevenir, 
erradicar y sancionar. 

                                                                                                                                               
Artículo 236.- Desaparición forzosa.  
1º El que con fines políticos realizara los hechos punibles señalados en los artículos 105 [homicidio doloso], 
111, inciso 3º [lesión calificada], 112 [lesión grave], 120 [coacción] y 124, inciso 2º [privación de libertad], 
para atemorizar a la población, será castigado con pena privativa de libertad no menor de cinco años.  
2º El funcionario que ocultara o no facilitara datos sobre el paradero de una persona o de un cadáver, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa. Esto se aplicará aun cuando 
careciera de validez legal su calidad de funcionario. 
 
Artículo 309.- Tortura 
1º El que con la intención de destruir o dañar gravemente la personalidad de la víctima o de un tercero, y 
obrando como funcionario o en acuerdo con un funcionario: 
1. realizara un hecho punible contra, 
a) la integridad física conforme a los artículos 110 al 112, 
b) la libertad de acuerdo a los artículos 120 al 122 y el 124, 
c) la autonomía sexual según los artículos 128, 130 y 131, 
d) menores conforme a los artículos 135 y 136, 
e) la legalidad del ejercicio de funciones públicas de acuerdo a los artículos 307, 308, 310 y 311, o 
 
2. sometiera a la víctima a graves sufrimientos síquicos, será castigado con pena privativa de libertad no 
menor de cinco años. 
 
2º. El inciso 1º se aplicará aun cuando la calidad de funcionario: 
1. careciera de un fundamento jurídico válido, o  
2. haya sido arrogada indebidamente por el autor. 
16  Por ejemplo, en la sentencia dictada en primera instancia en el proceso abierto en el caso de Carlos José 
Mancuello califica determinados actos como “tortura y tratos inhumanos y degradantes”, aunque al 
momento de determinar la adecuación típica de esas conductas lo hiciera bajo los delitos de lesiones, 
coacción y abuso de autoridad, por la aplicación de la norma penal más favorable ante la inexistencia del 
delito de tortura. Asimismo, si bien se habla de desapariciones de las víctimas, se entró al análisis de la 
existencia del cadáver como prueba de la muerte y esto tuvo incidencia en la calificación del delito. Dicha 
disparidad también surge del contenido de la solicitud de extradición dictada por el Juzgado de instrucción en 
el proceso abierto en el caso de los hermanos Ramírez Villalba. 



 
93. Ciertamente en esta Sentencia se está determinando la responsabilidad 
internacional del Paraguay, que es el Estado demandado ante la Corte por los 
hechos del presente caso, y a esto se limita el Tribunal. No puede, sin embargo, 
dejar de señalarse que la tortura y desaparición forzada de las presuntas víctimas, 
cuya prohibición tiene carácter de normas inderogables de derecho internacional o 
jus cogens (supra párrs. 84 y 85 e infra párrs. 128 y 131), fueron perpetradas con 
la colaboración de autoridades de otros Estados del continente y se encuentran 
parcialmente en la impunidad ante las faltas a la obligación de investigarlas. La 
gravedad de los hechos no puede desvincularse del contexto en que ocurrieron y es 
deber de esta Corte destacarlo, en atención a la preservación de la memoria 
histórica y a la imperante necesidad de que hechos similares no vuelvan a 
repetirse.  
 

* 
* * 

 
94. En razón de las consideraciones anteriores, y en los términos del 
allanamiento efectuado por el Estado, corresponde declarar que éste es responsable 
por la detención ilegal y arbitraria, tortura y desaparición forzada de los señores 
Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello Bareiro, y Rodolfo y Benjamín 
Ramírez Villalba, lo que constituye una violación de los artículos 4.1, 5.1 y 5.2 y 7 
de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los 
mismos. La responsabilidad internacional del Estado se configura de manera 
agravada en razón de las consideraciones contenidas en el capítulo anterior y en la 
sección (b) de este capítulo. 
 
 

c) La alegada violación del derecho a la integridad personal de los 
familiares de las víctimas 

[…] 
 
96. La Corte ha señalado en reiteradas oportunidades17 que los familiares de las 
víctimas de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas.  
En esta línea, la Corte ha considerado violado el derecho a la integridad psíquica y 
moral de los familiares de las víctimas con motivo del sufrimiento adicional que 
éstos han padecido como producto de las circunstancias particulares de las 
violaciones perpetradas contra sus seres queridos y a causa de las posteriores 
actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a los hechos18.  
 
97. En el presente caso, la Corte recuerda su jurisprudencia en cuanto a que en 
casos que involucran la desaparición forzada de personas, es posible entender que 
la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de la 
víctima es una consecuencia directa, precisamente, de ese fenómeno, que les causa 
un severo sufrimiento por el hecho mismo, que se acrecienta, entre otros factores, 
por la constante negativa de las autoridades estatales de proporcionar información 
acerca del paradero de la víctima o de iniciar una investigación eficaz para lograr el 
esclarecimiento de lo sucedido. 
 
[…] 
 
103. Los hechos del presente caso permiten concluir que la violación de la 
integridad personal de los familiares de las víctimas, consecuencia de la 

                                                 
17  Cfr. Caso Ximenes Lopes, supra nota 8, párr. 156; Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 1, párr. 
289, y Caso López Álvarez. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 119. 
18  Cfr. Caso Gómez Palomino, supra nota 5, párr. 60; Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 2, 
párrs. 144 y 146, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 68, párr 113 y 114. 



desaparición forzada, se ha visto agravada por las situaciones y circunstancias 
analizadas, vividas por algunos de ellos, antes, durante y con posterioridad a dicha 
desaparición. Muchas de estas situaciones y sus efectos, comprendidas 
integralmente ante la complejidad de la desaparición forzada, subsisten mientras 
persistan algunos de los factores verificados. Los familiares presentan secuelas 
físicas y psicológicas ocasionadas por los referidos hechos, que continúan 
manifestándose, y los hechos han impactado sus relaciones sociales y laborales y 
alterado la dinámica de sus familias. Estas situaciones continuadas surgen 
elocuentemente de las propias palabras de algunos de los familiares de dichas 
personas que rindieron su declaración en el proceso ante este Tribunal: 
 
Rogelio Agustín Goiburú Benítez: 
 
Hace 29 años, 3 meses y 13 días que […] extraño [a mi padre] y lo busco y lo 
necesito. […] No se puede describir con palabras el profundo dolor, la impotencia, 
la rabia y la infinita tristeza que tengo y siento al no saber dónde están los huesos 
de mi padre. […] Nos vemos imposibilitados de despedirlo, por la incertidumbre de 
no saber dónde está. Para nosotros él puede estar en cualquier lugar, […] puede 
aparecer en cualquier momento […].   
 
Lo ocurrido con mi padre no se conjuga con el verbo solamente en tiempo pasado. 
Lo secuestraron hace 29 años, pero hasta el día de hoy está desaparecido, para mí 
todos los días lo están secuestrando y desapareciendo, es un presente de dolor y 
de impunidad. ¿Hasta cuándo?  
 
[Mi madre, mis hermanos y yo] tenemos secuelas […] como consecuencia del 
estrés que [nos] provoca la desaparición diaria de [mi] ser querido19.  
 
Elva Elisa Benítez de Goiburú: 
 
[E]s desesperante […] no ver [los] restos [de mi esposo], no darle sepultura 
conforme a nuestras creencias, con la esperanza de encontrarlo con vida cada día, 
no resignándonos a su muerte.  
 
[Mis hijos] perdieron el apetito, abandonaron sus estudios, no podían, tenían 
dificultades para relacionarse con sus amistades. [Además,] crecieron con la 
angustia de haber vivido todo lo relatado, con tan tierna edad, y haber tenido que 
crecer sin saber el paradero de su padre, ni poder despedirse dignamente [de él]. 
[Yo me encuentro] en el estado de depresión constante, escucho aún sus cantos y 
silbidos, como lo acostumbraba hacer. […He perdido] el habla[.] Todo esto no se 
supera nunca, se intenta sobrellevar la carga de la mejor manera20.  
 
104. Por lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el Estado violó el 
derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1. de la misma, en perjuicio de Elva Elisa 
Benítez Feliú de Goiburú; Rogelio Agustín Goiburú Benítez, Rolando Agustín Goiburú 
Benítez, Patricia Jazmín Goiburú Benítez, Rosa Mujica Giménez, Gladis Ester Ríos de 
Mancuello, Claudia Anahí Mancuello Ríos, Carlos Marcelo Mancuello Ríos, Ana 
Arminda Bareiro de Mancuello, Mario Mancuello, Ana Elizabeth Mancuello Bareiro, 
Hugo Alberto Mancuello Bareiro, Mario Andrés Mancuello Bareiro, Emilio Raúl 
Mancuello Bareiro, Fabriciana Villalba de Ramírez, Lucrecia Ramírez de Borba, 
Eugenia Adolfina Ramírez de Espinoza, Sotera Ramírez de Arce, Sara Diodora 

                                                 
19  Cfr. declaración testimonial rendida ante fedatario público (affidavit) por el señor Rogelio Agustín 
Goiburú Benítez, supra nota 27, folios 6251 y 6252. 
20  Cfr. declaración testimonial rendida ante fedatario público (affidavit) por la señora Elva Elisa Benítez 
Feliu de Goiburú, supra nota 30, folios 6263 a 6265. 



Ramírez Villalba, Mario Artemio Ramírez Villalba, Herminio Arnoldo Ramírez Villalba, 
Julio Darío Ramírez Villalba y María Magdalena Galeano.  
 

XI 
ARTÍCULOS 8.1 Y 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1 DEL MISMO INSTRUMENTO 
(GARANTÍAS JUDICIALES Y PROTECCIÓN JUDICIAL) 

 
[…] 
 
124. En el caso del doctor Agustín Goiburú Giménez, si bien en 1989 hubo 
intentos iniciales por parte del Juzgado a cargo de la investigación, mediante la 
expedición de exhortos girados a través de la Cancillería paraguaya, para que los 
procesados rindieran “declaraciones informativas” ante autoridades judiciales 
brasileñas y hondureñas, esas gestiones no alcanzaron resultados concretos […] 
 
125. En el proceso penal abierto en relación con el caso de Carlos José Mancuello, 
no fueron iniciados procedimientos de extradición. 
 
126. En relación con el caso de los hermanos Ramírez Villalba […] No consta en la 
documentación aportada a la Corte si los exhortos de extradición fueron 
efectivamente remitidos a las autoridades brasileñas ni, en ese caso, el estado 
actual de esos trámites en el Brasil. A pesar de haber sido solicitado como prueba 
para mejor resolver, el Paraguay no remitió mayor información al respecto. Sin 
embargo, en su contestación de la demanda el Estado manifestó que, respecto de 
“Alfredo Stroessner, beneficiado con el asilo político en el Brasil, existe un pedido 
de extradición en trámite ante la justicia de la República Federativa del Brasil”. 
Respecto de Sabino Augusto Montanaro, no consta que la orden de detención 
librada en su contra haya sido ejecutada, ni que su extradición haya sido 
efectivamente solicitada a Honduras por autoridades judiciales paraguayas en el 
marco de este proceso penal. 
 
127. Es decir, además de que no constan razones que expliquen la demora de las 
autoridades judiciales en dictar las órdenes de prisión preventiva con fines de 
extradición, o en solicitar la extradición misma, la ausencia de estas personas en el 
Estado que pretende procesarlas por la falta de concreción de su extradición, 
constituye un serio obstáculo para la efectividad de los procesos y determina en 
parte importante la impunidad de los hechos. Por un lado, la declaración en 
rebeldía y orden de prisión preventiva del imputado Sabino Augusto Montanaro que 
no fue acompañada de una solicitud de extradición que las autoridades judiciales 
paraguayas formularan ante la República de Honduras. Por el otro, no consta que 
una solicitud de extradición de Alfredo Stroessner haya sido efectivamente 
presentada ante la República Federativa del Brasil haya sido impulsada mediante 
ulteriores acciones por parte de las autoridades judiciales o diplomáticas 
paraguayas. Ambos procesados gozaron de la condición de asilados políticos en 
esos Estados. Al momento de dictar esta Sentencia, no consta en la información 
aportada al expediente acciones de autoridades judiciales paraguayas para formular 
otras solicitudes de extradición, ni consta si existen o han existido investigaciones o 
causas penales abiertas en contra de esas personas en Honduras o Brasil.  
 
[…] 
 
130. La plena realización de la justicia en este tipo de casos se imponía para el 
Paraguay como un deber inexcusable de haber solicitado, con la debida diligencia y 
oportunidad, la extradición de los procesados. Por ende, según la obligación general 
de garantía establecida en el artículo 1.1 de la Convención Americana, el Paraguay 
debe adoptar todas las medidas necesarias, de carácter judicial y diplomático, para 



juzgar y sancionar a todos los responsables de las violaciones cometidas, inclusive 
impulsando por todos los medios a su alcance las solicitudes de extradición que 
correspondan. La inexistencia de tratados de extradición no constituye una base o 
justificación suficiente para dejar de impulsar una solicitud en ese sentido.  
 
131. De manera consecuente con lo anterior, ante la naturaleza y gravedad de los 
hechos, más aún tratándose de un contexto de violación sistemática de derechos 
humanos, la necesidad de erradicar la impunidad se presenta ante la comunidad 
internacional como un deber de cooperación inter-estatal para estos efectos. La 
impunidad no será erradicada sin la consecuente determinación de las 
responsabilidades generales –del Estado- y particulares –penales de sus agentes o 
particulares-, complementarias entre sí. El acceso a la justicia constituye una norma 
imperativa de Derecho Internacional y, como tal, genera obligaciones erga omnes 
para los Estados de adoptar las medidas que sean necesarias para no dejar en la 
impunidad esas violaciones, ya sea ejerciendo su jurisdicción para aplicar su derecho 
interno y el derecho internacional para juzgar y, en su caso, sancionar a los 
responsables, o colaborando con otros Estados que lo hagan o procuren hacerlo.  
 
132. En tales términos, la extradición se presenta como un importante instrumento 
para estos fines por lo que la Corte considera pertinente declarar que los Estados 
Partes en la Convención deben colaborar entre sí para erradicar la impunidad de las 
violaciones cometidas en este caso, mediante el juzgamiento y, en su caso, sanción 
de sus responsables. Además, en virtud de los principios mencionados, un Estado no 
puede otorgar protección directa o indirecta a los procesados por crímenes contra 
los derechos humanos mediante la aplicación indebida de figuras legales que 
atenten contra las obligaciones internacionales pertinentes. En consecuencia, el 
mecanismo de garantía colectiva establecido bajo la Convención Americana, en 
conjunto con las obligaciones internacionales regionales21 y universales22 en la 
materia, vinculan a los Estados de la región a colaborar de buena fe en ese sentido, 
ya sea mediante la extradición o el juzgamiento en su territorio de los responsables 
de los hechos del presente caso.  
 

* 

                                                 
21  Cfr. Carta de la Organización de Estados Americanos, Preámbulo y artículo 3.e; Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas; y Resolución Nº 1/03 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre 
juzgamiento de crímenes internacionales. 
22  Cfr. Carta de las Naciones Unidas firmada el 26 de junio de 1945, Preámbulo y artículo 1.3; Declaración 
Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A 
(iii) del 10 de diciembre de 1948; Pacto Internacional de Derechos Civiles Políticos de las Naciones Unidas, 
resolución 2200 A (XXI) de la Asamblea General de 16 de diciembre de 1966; Convenios de Ginebra de 12 
de agosto de 1949 y sus Protocolos; Convenio sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de 
los Crímenes de lesa humanidad, resolución 2391 (XXIII) de la Asamblea General de 26 de noviembre de 
1968; Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, resolución 260 A (III) de la 
Asamblea General de 9 de diciembre de 1948; Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, resolución 39/46 de la Asamblea General de 10 de diciembre de 1984; 
Declaración sobre la protección de todas las personas contra la desaparición forzada, G.A. Res. 47/133, 47 
U.N. GAOR Supp. (no. 49) at 207, U.N. Doc. A/47/49 (1992), artículo 14; Principios de las Naciones Unidas 
sobre la efectiva prevención e investigación de ejecuciones extra-legales, arbitrarias y sumarias, E.S.C. Res. 
1989/65, U.N. Doc. E/1989/89 para. 18 (24 de mayo de 1989); Principios de las Naciones Unidas de 
Cooperación Internacional en la Detección, Arresto, Extradición y Sanción de Personas Culpables de 
Crímenes de Guerra y Crímenes de Lesa Humanidad, G.A. Res. 3074, U.N. Doc. A/9030 (1973); Resolución 
sobre la cuestión del castigo de los criminales de guerra y de las personas que hayan cometido crímenes de 
lesa humanidad, G.A. Res. 2840, U.N. Doc. A/Res/2840 (1971); Proyecto de Código de Crímenes contra la 
Paz y la Seguridad de la Humanidad de la Comisión de Derecho Internacional de 1996; Proyecto de 
Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, 
Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 1er periodo de sesiones, tema 4 del programa, 
A/HRC/1/L.2, 22 de junio de 2006; Declaración sobre el Asilo Territorial, adoptada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, resolución 2312 (XXII) de 14 de diciembre de 1967, y Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados, 189 U.N.T.S. 150, adoptada el 28 de julio de 1951 por la 
Conferencia de Plenipotenciarios sobre el estatuto de los refugiados y de los apátridas (Naciones Unidas), 
convocada por la Asamblea General en su resolución 429 (V), de 14 de diciembre de 1950.  



* * 
 
133. Ha quedado demostrado que, pese a que se iniciaron dichos procesos 
penales con el fin de esclarecer los hechos, éstos no han sido eficaces para 
enjuiciar y, en su caso, sancionar a todos sus responsables, como ya se dijo. Si 
bien ha habido condenas en primera y segunda instancia, los procesos no han 
concluido, por lo que el Estado no ha sancionado a todas las personas responsables 
penalmente de los hechos antijurídicos objeto de demanda. En el marco de 
impunidad verificado, los recursos judiciales no han sido efectivos y el transcurso 
del tiempo juega un papel fundamental en borrar todos los rastros del delito, 
haciéndose de esta manera ilusoria la protección judicial consagrada en los artículos 
8.1 y 25 de la Convención Americana. La Corte considera, por ende, que el Estado 
es responsable por la violación de los derechos consagrados en estas normas, en 
relación con el artículo 1.1 de dicha Convención, en perjuicio de Agustín Goiburú 
Giménez, Carlos José Mancuello Bareiro, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín 
Ramírez Villalba, así como de sus familiares, a saber, Elva Elisa Benítez Feliú de 
Goiburú, Rogelio Agustín Goiburú Benítez, Rolando Agustín Goiburú Benítez, Patricia 
Jazmín Goiburú Benítez, Rosa Mujica Giménez, Gladis Ester Ríos de Mancuello, 
Claudia Anahí Mancuello Ríos, Carlos Marcelo Mancuello Ríos, Ana Arminda Bareiro 
de Mancuello, Mario Mancuello; Ana Elizabeth Mancuello Bareiro, Hugo Alberto 
Mancuello Bareiro, Mario Andrés Mancuello Bareiro, Emilio Raúl Mancuello Bareiro, 
Fabriciana Villalba de Ramírez, Lucrecia Ramírez de Borba, Eugenia Adolfina 
Ramírez de Espinoza, Sotera Ramírez de Arce, Sara Diodora Ramírez Villalba, Mario 
Artemio Ramírez Villalba, Herminio Arnoldo Ramírez Villalba, Julio Darío Ramírez 
Villalba y María Magdalena Galeano.   
 
 

XII 
REPARACIONES 

(APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA) 
 

[…] 
XIII 

PUNTOS RESOLUTIVOS 
 
 
192. Por tanto, 
 
La Corte, 
 
DECLARA: 
 
Por unanimidad, que: 
 
 
1. El Estado violó el derecho a la vida, integridad personal y libertad personal 
consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación con la obligación general de respetar y garantizar 
los derechos y libertades establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio 
de Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello Bareiro, Rodolfo Ramírez 
Villalba y Benjamín Ramírez Villalba, en los términos de los párrafos 62 a 73 y 80 a 
94 de la presente Sentencia.  
 
 
2. El Estado violó el derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 
5.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la 
obligación general de respetar y garantizar los derechos y libertades establecida en 



el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de Elva Elisa Benítez Feliu de Goiburú, 
Rogelio Agustín Goiburú Benítez, Rolando Agustín Goiburú Benítez, Patricia Jazmín 
Goiburú Benítez, Rosa Mujica Giménez, Gladis Ester Ríos de Mancuello, Claudia 
Anahí Mancuello Ríos, Carlos Marcelo Mancuello Ríos, Ana Arminda Bareiro de 
Mancuello, Mario Mancuello; Ana Elizabeth Mancuello Bareiro, Hugo Alberto 
Mancuello Bareiro, Mario Andrés Mancuello Bareiro, Emilio Raúl Mancuello Bareiro, 
Fabriciana Villalba de Ramírez, Lucrecia Francisca Ramírez de Borba, Eugenia 
Adolfina Ramírez de Espinoza, Sotera Ramírez de Arce, Sara Diodora Ramírez 
Villalba, Mario Artemio Ramírez Villalba, Herminio Arnoldo Ramírez Villalba y Julio 
Darío Ramírez Villalba, y María Magdalena Galeano, en los términos de los párrafos 
95 a 104 de la presente Sentencia. 
 
 
3. El Estado violó el derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial 
consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con la obligación general de respetar y garantizar los 
derechos y libertades establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de 
Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello Bareiro, Rodolfo Ramírez Villalba, 
Benjamín Ramírez Villalba, así como de sus familiares Elva Elisa Benítez Feliu de 
Goiburú, Rogelio Agustín Goiburú Benítez, Rolando Agustín Goiburú Benítez, Patricia 
Jazmín Goiburú Benítez, Rosa Mujica Giménez, Gladis Ester Ríos de Mancuello, 
Claudia Anahí Mancuello Ríos, Carlos Marcelo Mancuello Ríos, Ana Arminda Bareiro 
de Mancuello, Mario Mancuello; Ana Elizabeth Mancuello Bareiro, Hugo Alberto 
Mancuello Bareiro, Mario Andrés Mancuello Bareiro, Emilio Raúl Mancuello Bareiro, 
Fabriciana Villalba de Ramírez, Lucrecia Francisca Ramírez de Borba, Eugenia 
Adolfina Ramírez de Espinoza, Sotera Ramírez de Arce, Sara Diodora Ramírez 
Villalba, Mario Artemio Ramírez Villalba, Herminio Arnoldo Ramírez Villalba, Julio 
Darío Ramírez Villalba y María Magdalena Galeano, en los términos de los párrafos 
111 a 133 de la presente Sentencia. 
 
 
4. Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación, en los términos 
de los párrafos 139 a 144, 156 a 160 y 163 de la misma. 
 
 
Y DISPONE: 
 
Por unanimidad, que: 
 
 
5. El Estado debe realizar inmediatamente las debidas diligencias para activar y 
completar efectivamente, en un plazo razonable, la investigación para determinar 
las correspondientes responsabilidades intelectuales y materiales de los autores de 
los hechos cometidos en perjuicio de los señores Agustín Goiburú Giménez, Carlos 
José Mancuello Bareiro, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín Ramírez Villalba, así 
como llevar a término los procesos penales incoados. Además, dichos resultados 
deberán ser públicamente divulgados por el Estado en un plazo razonable. En este 
sentido, en los términos de los párrafos 123 a 132 y 164 a 166 de la Sentencia, el 
Estado debe adoptar todas las medidas necesarias, de carácter judicial y 
diplomático, para juzgar y sancionar a todos los responsables de las violaciones 
cometidas, impulsando por todos los medios a su alcance las solicitudes de 
extradición que correspondan bajo las normas internas o de derecho internacional 
pertinentes. Asimismo, Paraguay, al igual que los demás Estados partes en la 
Convención, deben colaborar entre sí para erradicar la impunidad de las violaciones 
cometidas en este caso mediante el juzgamiento y, en su caso, sanción de sus 
responsables y a colaborar de buena fe entre sí, ya sea mediante la extradición o el 
juzgamiento en su territorio de los responsables de los hechos.  



 
6. El Estado debe proceder de inmediato a la búsqueda y localización de los 
señores Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez Villalba 
y Benjamín Ramírez Villalba y, si se encuentran sus restos, deberá entregarlos a la 
brevedad posible a sus familiares y cubrir los eventuales gastos de entierro, en los 
términos del párrafo 172 de la Sentencia.  
 
7. El Estado debe llevar a cabo, en el plazo de seis meses, un acto público de 
reconocimiento de responsabilidad y de desagravio, en los términos del párrafo 173 
de la Sentencia. 
 
8. El Estado debe publicar, en el plazo de seis meses, en el Diario Oficial y en 
otro diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 39 a 41 y 
48 a 54 del capítulo relativo al allanamiento parcial, los hechos probados de esta 
Sentencia sin las notas al pie de página correspondientes; el capítulo llamado 
“Responsabilidad internacional del Estado en el contexto del presente caso”; los 
párrafos considerativos 80 a 104 y 111 a 113, y la parte resolutiva de la misma, en 
los términos del párrafo 175 de la misma. 
 
9. El Estado debe proveer a todos los familiares de los señores Agustín Goiburú 
Giménez, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín Ramírez 
Villalba, previa manifestación de su consentimiento para estos efectos, a partir de 
la notificación de la presente Sentencia y por el tiempo que sea necesario, sin cargo 
alguno y por medio de los servicios nacionales de salud, un tratamiento adecuado, 
incluida la provisión de medicamentos, en los términos del párrafo 176 de la 
Sentencia.  
 
10. El Estado debe construir, en el plazo de un año, un monumento en memoria 
de los señores Agustín Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez 
Villalba y Benjamín Ramírez Villalba, en los términos del párrafo 177 de la presente 
Sentencia. 
 
 
11. El Estado debe implementar, en un plazo razonable, programas permanentes 
de educación en derechos humanos dentro de las fuerzas policiales paraguayas, en 
todos los niveles jerárquicos, en los términos del párrafo 178 de la Sentencia. 
 
12. El Estado debe adecuar, en un plazo razonable, la tipificación de los delitos 
de tortura y desaparición “forzosa” de personas contenidas en los artículos 236 y 
309 del actual Código Penal a las disposiciones aplicables al Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, en los términos del párrafo 179 de la Sentencia. 
 
13. El Estado debe pagar en efectivo a los familiares de los señores Agustín 
Goiburú Giménez, Carlos José Mancuello, Rodolfo Ramírez Villalba y Benjamín 
Ramírez Villalba, en el plazo de un año, por concepto de la indemnización por daño 
material […]. El Estado debe pagar […] por concepto de indemnización por daño 
inmaterial.  
 
14. El Estado debe pagar en efectivo a Agustín Goiburú Giménez, Carlos José 
Mancuello Bareiro, Rodolfo Ramírez Villalba, Benjamín Ramírez Villalba, Elva Elisa 
Benítez Feliú de Goiburú, Rogelio Agustín Goiburú Benítez, Rolando Agustín Goiburú 
Benítez, Patricia Jazmín Goiburú Benítez, Rosa Mujica Giménez, Gladis Ester Ríos de 
Mancuello, Claudia Anahí Mancuello Ríos, Carlos Marcelo Mancuello Ríos, Ana 
Arminda Bareiro de Mancuello, Mario Mancuello, Ana Elizabeth Mancuello Bareiro, 
Hugo Alberto Mancuello Bareiro, Mario Andrés Mancuello Bareiro, Emilio Raúl 
Mancuello Bareiro, Fabriciana Villalba de Ramírez, Lucrecia Ramírez de Borba, 
Eugenia Adolfina Ramírez de Espinoza, Sotera Ramírez de Arce, Sara Diodora 



Ramírez Villalba, Mario Artemio Ramírez Villalba, Herminio Arnoldo Ramírez Villalba, 
Julio Darío Ramírez Villalba y María Magdalena Galeano, en el plazo de un año, por 
concepto de indemnización por daño inmaterial, las cantidades fijadas en el párrafo 
161 de la presente Sentencia, en los términos de los párrafos 147 a 149 y 162 de la 
misma. 
 
15. El Estado debe pagar en efectivo, en el plazo de un año, por concepto de 
costas y gastos generados en el ámbito interno y en el proceso internacional ante el 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos, la cantidad fijada 
en el párrafo 183 de la presente Sentencia, la cual deberá ser entregada a las 
señoras Elva Elisa Benítez Feliú de Goiburú y Ana Arminda Bareiro de Mancuello, y 
al señor Julio Darío Ramírez Villalba, en los términos de los párrafos 183 y 187 de 
la misma. 
 
16. Supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia y dará por concluido 
el presente caso una vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo 
dispuesto en la misma. Dentro del plazo de un año, contado a partir de la 
notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un informe sobre 
las medidas adoptadas para darle cumplimiento. 
  
 
Los Jueces Sergio García Ramírez y Antônio Augusto Cançado Trindade hicieron 
conocer a la Corte sus Votos Razonados, los cuales acompañan la presente 
Sentencia. 
 
 
Redactada en español y en inglés, haciendo fe el texto en español, en San José, 
Costa Rica, el día 22 de septiembre de 2006. 
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